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Despojo, saqueo y criminalización social
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M
éxico está casi completamente mineralizado, con 

un estimado del 85 % de sus reservas sin explo-

tar1. Los principales minerales metálicos que se 

extraen, en términos de valor de la producción, 

son el cobre (27.6 %), el oro (21.4 %), la plata (19.1 %) y el zinc 

(11 %) que, en conjunto, suman el 79 % del valor minero.2

Las entidades que concentran la producción minera son Sonora 

(26.5 % del valor de la producción), Zacatecas (15.6 %), Coahuila 

(15.5 %), Chihuahua (12.7 %), San Luis Potosí (6.6 %) y Durango 

(5.8 %). Si bien existen dos grandes monopolios nacionales, Grupo 

México y Peñoles, buena parte de la actividad extractiva es hecha 

por o en colaboración con inversionistas extranjeros.

Dada la crisis económica de fines de la primera década del 

siglo XXI, la inversión en los últimos años se ha focalizado en los 

minerales metálicos, lo que no significa que no se exploten con 

tendencia creciente los minerales no metálicos3. El énfasis ha sido 

la producción de oro y plata, misma que se concentra en manos 

de grandes grupos mineros, 84 % y 87 % respectivamente4. En 

el caso del oro, aumentó 150 % de 2003 a 2008, al pasar de 20 a 

50 toneladas de producción anual5. Sólo en 2008, el incremento 

de 28 % se debe en gran medida al inicio de operaciones de 

“Peñasquito” (Zacatecas) y al aumento de productividad de “El 

Sauzal”, ambas propiedad de Gold Corp (Canadá)6. En el caso 

de la plata, el aumento en ese mismo periodo ha sido mínimo (6 

%) pues pasó de 2 mil 516 a 2 mil 668 toneladas. No obstante, 

el grado de producción colocó al país en la segunda posición a 

nivel mundial7. En 2008, Peñoles fue la responsable de la mayor 

producción del metal afinado.8

Otros metales, como el zinc, han mantenido sus niveles 

extractivos desde principios de siglo al rondar las 400 millones 

de toneladas métricas anuales9. El cobre ha visto un descenso 

importante que responde tanto a la crisis de los últimos años de 

la primera década del siglo XXI como a las huelgas desatadas en 

Cananea y San Martín, de Grupo México; y es que la extracción 

cayó de 373 millones de toneladas en 2005 a 268 millones de 

toneladas en 2008. De cualquier modo, en lo que va del milenio se 

han extraído casi 3 mil millones de toneladas de cobre del país10. 

Los minerales no-metálicos registran por lo general tendencias 

crecientes de producción en la última década, destacando, además 

de la fosforita, la diatomita, el azufre o la fluorita, el (sulfato de) 

manganeso, que incrementó su ritmo extractivo en casi cien 

por ciento al pasar de 88 millones de toneladas en 2002, a 169 

millones de toneladas en 2008.11 

Tales ritmos extractivos se han reflejado en una captación 

por parte del sector minero de 3 mil 656 millones de dólares de 

inversión extranjera directa (IED) en 2008, cifra 70 % mayor a la 

de 2007 y cuatro veces mayor a la captada en 200012. Proyecciones 

de la Cámara Minera de México asumen que de 2009 al 2012 

las inversiones serán de unos 7 mil 600 millones de dólares.13

Datos del Gobierno Federal precisan que, a junio de 2009, 

había en el país 263 mineras extranjeras operando 677 proyec-

tos14. De ellas, 198 (el 75 %) son de Canadá (nueva plataforma 

minera mundial15); 39 (el 15 %) son de EU; siete (el 3 %), de 

Inglaterra; cinco (el 2 %), de Australia; y tres (el 1 %), de Japón. 

Además, hay otras de, por ejemplo, Suiza, Corea, China, Chile, 

Italia, India y Perú. Al cierre de 2009, el 85 % de los proyectos 

están* en etapa de exploración, lo que indica un futuro boom 

minero. Sólo el 8.3 % está en etapa de producción y 2.2 % en 

etapa de desarrollo16. El 64 % de dichos proyectos está asociado 

a metales preciosos, 18 % a polimetálicos, 13 % a cobre y 3 % 

a hierro17. Cubren, junto a los proyectos nacionales, el 5 % del 

territorio nacional (25 millones de hectáreas) y se concentran en 

el estado de Sonora (163 proyectos), Chihuahua (101), Durango 

(73), Sinaloa (73), Zacatecas (50), Jalisco (41) y Oaxaca (32).18

Esta explosión de la IED minera en México obedece a la 

modificación, por un lado, de la Ley de Inversión Extranjera 

de 1992 que permite la participación de esos capitales en un 

cien por ciento de la propiedad (lineamiento impulsado en esa 

misma década prácticamente en toda América Latina). Por otro 

lado, a la Ley de Minería, también de ese mismo año y con sus 

consiguientes modificaciones. Al día de hoy, en dicha ley se 

establecen, entre otras cuestiones, la “plena seguridad jurídica” 

a las inversiones nacionales y extranjeras; la desincorporación 

de asignaciones y reservas nacionales con el fin de privatizar-

las (proceso impulsado desde el sexenio de Carlos Salinas en 

1988-1994); un aumento en la certidumbre de las concesiones 

mineras en las que se establece la preferencia de uso minero del 

territorio y uso minero del agua sobre cualquier otro tipo de 

aprovechamiento; el establecimiento de 50 años como periodo de 

duración de las concesiones mineras con posibilidad de prórroga 

y de 6 años para concesiones de exploración con posibilidad 

de prórroga; y, a diferencia de otros países latinoamericanos, la 

inexistencia de pago de regalías o derechos sobre la producción 

(en cambio, se cobran derechos sobre la extensión de concesio-

nes). Se suman otros aspectos relacionados con la deducción de 

pagos de impuestos (ejemplo: primer año de asignación minera 

libre de impuestos, deducción inmediata de la inversión al activo 

fijo), plazo de amortización de pérdidas fiscales de 10 años, o la 

excepción de pago por derechos o tasa de exportación.

Ahora bien, a pesar de indicadores mayores en la producti-

vidad minera, la participación del sector en el PIB nacional es 

muy baja y además ha sufrido una reducción paulatina desde 

1983 al pasar de 1.63 % a 1.1 % de PIB en 200819. Se suma el 

hecho de que el empleo formal ronda los 270 mil trabajadores, 

esto es, alrededor del 0.2 % de la población nacional y menos 

del 0.1 % de la población económicamente activa20. El salario 

mínimo profesional ronda entre los 50 y los 80 pesos diarios, 

dependiendo de la zona económica y el tipo de trabajo.21

Aun así, la clase política llamativamente sigue vendiendo 

estos proyectos como de “desarrollo”, generadores de empleo 

y de activación económica cuando en realidad se trata de acti-

vidades extractivas de enclave, fundamento de la transferencia 

de minerales hacia los países metropolitanos –principales 

consumidores de los mismos– y que en esencia es similar al del 

saqueo colonial, con la diferencia de que hoy por hoy se sostiene 

bajo el ropaje del comercio internacional y el “libre mercado”. 

El esquema claramente funciona a partir de la conformación y 

mantenimiento de economías netamente extractivas y de escasos 

encadenamientos productivos endógenos de relevancia. Esto 

significa que los minerales son extraídos y vendidos sin mayor 

procesamiento más allá del de su fundición y, en algunos casos, 

de algún grado de refinamiento. 
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Así, en México, el grueso de la producción de pequeña y 

mediana escala genera mineral en polvo (extrae roca mineral 

y la maquila). Luego se envía a grandes fundidores nacionales 

para su posterior exportación. Por su parte, el capital extranjero 

extrae cantidades importantes de mineral que funde en México 

(actividad que tiene los costos energéticos y de generación de 

contaminantes más importantes de la cadena de valor) y que 

purifica y transforma en el extranjero. El gran negocio metal-

mecánico no es mexicano sino fundamentalmente metropoli-

tano, sobre todo de EU, que es el que adquiere más de la mitad 

de las exportaciones nacionales22. Basta precisar la importancia 

de ese negocio que, en 2006, representó un valor añadido al PIB 

de EU de unos 2.1 billones de dólares23. Además, generó 1.5 

millones de empleos en ese país.24

Por todo lo antes indicado, se puede afirmar que México, al 

igual que el resto de América Latina, se coloca como reserva 
estratégica de esos y otros recursos, de ahí que desde 1994 se 

colocara como el principal destino de gastos en exploración a 

nivel mundial. Sólo en 2008 AL se adjudicó el 25 % del total 

de inversión, siendo México, Perú y Chile los principales recep-

tores25. El despojo, explotación y saqueo, pero también una cre-

ciente deuda ecológica y la criminalización de los movimientos 

opositores a la gran minería, han sido los principales resultados.

IMPACTOS AMBIENTALES

La minería es una actividad que históricamente se ha caracte-

rizado por ser agresiva con el medio ambiente y la salud de los 

trabajadores. Desde luego, la tecnología de “pico y pala” de la 

colonia no podía impactar en el modo y escala en el que lo hace 

la mega-minería contemporánea. Ésta sólo es posible a partir del 

desarrollo tecnológico de máquinas-herramientas para la perfo-

ración, excavación, el desarrollo de explosivos de alta potencia 

y precisión, de medios más eficientes de acarreo de material, de 

procesos químicos para la recuperación masiva de minerales de 

baja concentración, etcétera. 

Dado que a nivel mundial hay una tendencia decreciente en 

las reservas de minerales frescos de concentración alta o media, 

lo que se viene observando es, pues, una mayor explotación 

de yacimientos de baja concentración. Esto implica el uso de 

tecnología pero también de técnicas altamente agresivas. Ello 

es claro para el caso del oro, la plata y el cobre, con los que cada 

vez más se emplea el sistema de tajo a cielo abierto y que implica 

la remoción de toneladas de tierra por gramos o fracciones de 

gramo de material recuperable, lo que implica la devastación del 

ecosistema de la zona minada (biodiversidad, cuerpos de agua, 

etcétera) incluso hasta un perímetro de decenas de kilómetros.

Se trata de un método extractivo únicamente viable gracias al 

uso de procesos químicos de flotación o lixiviación por cianuro, 

mercurio u otros químicos altamente tóxicos. Esto es, por medio 

de la disolución del mineral en un medio acuoso para separarlo 

de los “residuos” para luego ser concentrado por precipitación o 

galvanización. En el caso del oro, el proceso de lixiviación por 

cianuración es clásico en la minería contemporánea de tajo a cielo 

abierto. Se requieren, para disolver el oro, aproximadamente 350 

mg de cianuro por litro de agua, aunque, dependiendo del caso, 

la proporción puede aumentar hasta 500 mg por litro. 

Por ejemplo, en el caso de Cerro San Pedro (San Luis Potosí), 

donde se obtienen entre 80 mil y 100 mil onzas de oro al año en 

un proceso de lixiviación sobre roca con una concentración de 0.55 

g de oro por tonelada, se emplean diariamente unos 32 millones 

de litros de agua con alrededor de 16 toneladas de cianuro según 

un estudio de factibilidad de Metallica Resources de 200326. El 

cálculo del proyecto para 10 años es remover unas 194 millones 

de toneladas de material y procesar unas 86 millones de toneladas 

de roca de mineral a un ritmo de 28 mil toneladas diarias. Lo an-

terior quiere decir que, según cálculos del que escribe, cada gramo 

de oro de Cerro San Pedro trae detrás por lo menos 4 millones 

de gramos de desechos sólidos de diverso grado de toxicidad y 2 

millones de gramos (o mililitros) de agua altamente tóxica. Desde 

luego, como se trata de un ciclo cerrado, el consumo de agua total 

del proyecto y por tanto la mochila ecológica de desechos líquidos 

es, en principio, de poco más de los mencionados 32 millones 

de litros, considerando un pequeño incremento por la pérdida 

de parte del líquido durante el proceso y sin considerar fugas 

o eventos climáticos torrenciales que eventualmente pudieran 

aumentar la cantidad de agua contaminada. El consumo total 

de cianuro, si bien se reduce, sigue siendo creciente, día a día de 

operación. Por tanto, considerando lo anterior, estrictamente ha-

blando cada gramo de oro de Cerro San Pedro arrastra una muy 

conservadora mochila de desechos líquidos de unos 750 gramos 

de agua cianurada que, al final de todo, quedará ahí en el medio 

ambiente, ello sin contar los impactos que eso implica en el largo 

plazo. Números similares tienen otras minas del país. Peñasquito, 

una mina de recién apertura de la también canadiense Gold Corp 

y con un tiempo de vida de poco más de 20 años, extrae oro en 

una concentración de entre 0.14 y 0.52 g por tonelada y de 12.3 

g y 30 g de plata por tonelada bajo un proceso similar al de Cerro 

San Pedro27. Procesará, para 2011, unas 130 mil toneladas al día, 

utilizando unos 35 millones de litros de agua diarios.28

Como se sabe, el principal problema de este sistema de 

cianuración es que siempre existe la posibilidad de que haya 

pérdida del químico, sea por la baja calidad o por rasgaduras 

imprevistas en los forros o geo-membranas que se utilizan para 

evitar la filtración del agua cianurada en las piletas de lixiviación; 

como producto de la filtración del mismo en los sistemas de 

conducción y recuperación del cianuro; como resultado de la 

evaporación del baño de cianuro durante el proceso de lixiviación 

y que usualmente se hace a cielo abierto (unos 8 millones de 

litros de agua cianurada se ha llegado a calcular que factible-

mente se evapora diariamente en Cerro San Pedro); debido a la 

pérdida de sustancias tóxicas por causa de un manejo limitado 

de los residuos en el propio proceso de recuperación del oro y 

de su galvanización; o bien por accidentes en la transportación 

de sustancias peligrosas. Más aún, el proceso de recuperación 

del oro por la vía del uso de zinc (que permite recuperar el oro 

de la solución cianurada “preñada” y que es la técnica utilizada 

por New Gold) tiene inconvenientes ambientales mayores pues 

agrega otras sustancias tóxicas (metales pesados) al proceso, po-

tenciando con ello la posibilidad de pérdidas de dichos tóxicos, 

sea por evaporación o por filtración.

En este tenor, es útil subrayar que en la región de Canadá, 

México y EU, el 6 % de las emisiones tóxicas corresponde, según 
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datos de 2005, a la extracción de metales primarios, pero 58 % a 

servicios o apoyo a actividades como la minería, la explotación 

de canteras y la extracción de gas y petróleo29. Así, si se mide 

sólo en relación al sector industrial, el minero (exceptuando el 

gas y petróleo) emitió en 2005 el 69 % de los gases de efecto 

invernadero de la región, siguiendo el de generación y distri-

bución de electricidad y el de manufactura de equipo eléctrico, 

con 10 % cada uno30. En México, se calcula que el sector mi-

nero generó el 69 % de las emisiones tóxicas reportadas, esto 

es 43 millones 180 mil 503 kg de contaminantes31. El plomo 

contabilizó 37 millones 62 mil 729 kg; el arsénico, 6 millones 

92 mil 692 kg; los cianuros, 15 mil 763 kg; el cadmio, 8 mil 

826 kg; y el níquel, 289 kg32. A eso debe sumarse el monto de 

jales mineros abandonados en el país, mismo que se desconoce 

pero que debe ya rondar en los miles de millones de toneladas. 

Ahora bien, llama la atención que dos mineras y dos centrales 

eléctricas de la Comisión Federal de Electricidad se adjudiquen, 

según datos de 2005, el 92 % del total de emisiones informadas 

por México. En lo que respecta a la las primeras, se trata, por 

un lado, de la Compañía de Fresnillo en el Saucillo, Chihuahua 

que extrae plomo y zinc, y que aportó el 69.2 % de las emisiones 

(unos 36 millones de kg). Por otro lado, la Compañía Minera 

Nuevo Monte, en Zimapan, Hidalgo, contabilizó 12.9 % de 

las emisiones al notificar 6.7 millones de kilos de arsénico y 

sus compuestos33. Al costo ambiental someramente descrito 

debe sumarse el que corresponde a la transferencia de metales 

para su reciclamiento en México, un proceso que utiliza agua y 

energía y emite contaminantes. En 2005, por ejemplo, sólo EU 

transfirió para tal propósito 37.5 millones de kilos de metales, 

fundamentalmente zinc, plomo, manganeso, cobre y cromo.34

ASPECTOS SOCIALES

Los aspectos sociales de los proyectos mineros pueden verse 

desde diversas etapas. Burdamente se puede hablar de la de 

exploración y poco después de la de negociación de permisos 

diversos para explotación, incluyendo el de los pobladores de las 

tierras por ocupar y las negociaciones de arrendamiento de las 

mismas o del pago por derecho de paso para el caso de zonas 

aledañas al proyecto. En un tercer momento se identifican una 

serie de aspectos asociados a la puesta en marcha del proceso 

mismo y al consecuente cambio en las dinámicas socioeconó-

micas y culturales locales-regionales. Se suma la aparición de 

afectados diversos con sus formas de valoración y expresión 

particular. En un cuarto momento, se da el cierre de la mina 

con impactos socioambientales evidentes pero en un contexto 

de considerable laxidad en tanto a responsabilidades y toma 

de medidas concretas de remediación, si es que las hubiese. A 

la par se produce una fuerte desarticulación de todo esquema 

socioeconómico relacionado a la añeja actividad minera con 

implicaciones diversas. 

A continuación se enlistan los principales aspectos identifica-

dos en las cuatro etapas mencionadas, producto de investigación 

documental y de campo de diversos proyectos mineros que han 

sido visitados o revisados directamente con los actores involucra-

dos. Los casos son representativos de los estados de Chihuahua, 

San Luis Potosí, Zacatecas, Chiapas, Oaxaca, Sonora, Colima 

y Guerrero. Desde luego, no todos los aspectos se encuentran 

necesariamente en todos los proyectos mineros, pues cada uno 

muestra su propia complejidad.

1) EN LA ETAPA DE EXPLORACIÓN DESTACAN 

LOS SIGUIENTES ASPECTOS:

• Las negociaciones de concesión de exploración son negocia-

das con el Gobierno Federal y las actividades exploratorias se 

hacen rutinariamente sin informar a las comunidades locales.

• En el proceso de exploración, pero sobre todo cuando se van 

confirmando reservas mineras de potencial económico, se 

empiezan a alinear los tres niveles de gobierno a favor de la 

IED en un contexto de presunto uso de tráfico de influencias 

y presuntos esquemas de corrupción de todo tipo. Las minas 

y el gobierno niegan esta acusación socialmente aceptada y 

públicamente denunciada inclusive por medios de comuni-

cación (caso de Cerro San Pedro).

• Cuando se trata de zonas con historial minero, la anuencia 

de la población local suele ser más fluida y, aun más, ello se 

facilita porque en muchas ocasiones los derechos de explo-

tación son adquiridos de la mano de otras empresas que ya 

operaban en la región.

• En esos casos, y sobre todo cuando se trata de capital ex-

tranjero, se mantiene públicamente el nombre de la minera 

original, inclusive en la renovación de concesiones a modo 

de manejar un bajo perfil operativo.

2) EN LA FASE DE ADQUISICIÓN DE PERMISOS Y 

NEGOCIACIÓN LOCAL SE PUEDE MENCIONAR QUE:

• En algunos casos se identifica la compra de pequeñas minas 

por parte de la misma empresa en una zona dada, como su-

cede en algunas zonas de Zacatecas y con capital canadiense. 

Las especulaciones de los locales apuntan a la posibilidad 

de eventuales tajos abiertos y/o macroexplotaciones una vez 

consolidadas la compras de las tierras en cuestión.

• Cuando no se compra la tierra, los terrenos son rentados 

por periodos largos (usualmente 30 años, con posibilidad de 

renovación), lo que inmediatamente los torna en la práctica 

propiedad privada. Para la renta de terrenos es necesaria la 

negociación con los ejidatarios. Esas negociaciones entre la 

mina, los ejidatarios u otro tipo de propietarios de la tierra y 

el gobierno, en sus tres niveles, son usualmente cuestionables, 

sobre todo en lo que tiene que ver con el valor monetario 

asignado. De notarse es que los derechos o concesiones de 

exploración y explotación minera se negocian usualmente 

antes de proceder con cualquier tipo de proceso de consulta 

DADO QUE A NIVEL MUNDIAL HAY UNA TENDENCIA 

DECRECIENTE EN LAS RESERVAS DE MINERALES FRESCOS 

DE CONCENTRACIÓN ALTA O MEDIA, LO QUE SE VIENE 

OBSERVANDO ES, PUES, UNA MAYOR EXPLOTACIÓN 

DE YACIMIENTOS DE BAJA CONCENTRACIÓN. 

ESTO IMPLICA EL USO DE TECNOLOGÍA PERO 

TAMBIÉN DE TÉCNICAS ALTAMENTE AGRESIVAS
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y negociación con los pueblos locales directamente afectados 

pero que no son ejidatarios o dueños de la tierra. El gobierno 

federal acepta este modo operativo al otorgar los permisos 

sin corroborar el previo consentimiento de los pueblos, y es 

que los requisitos del gobierno son que la empresa entregue 

constancia de anuencia de los mismos y, sin embargo, sólo se 

toma en cuenta a los propietarios. Dado que muchas veces 

no todos quieren el proyecto, se habla de casos en los que se 

presentaron documentos probatorios falsos correspondientes 

a algunos ejidatarios y que eran necesarios para alcanzar una 

mayoría de aceptación.

• Cuando se trata de propiedad ejidal, el comisariado tiende a 

negociar la letra chica del contrato con la mina, muchas de 

las veces sin comunicarla enteramente a los ejidatarios. Ello 

se refleja normalmente en problemas de representatividad de 

parte de los comisariados puesto que tienden a ser cooptados 

por la mina. El proceso de despojo se facilita aún más al ser 

pocos los ejidatarios que saben leer y escribir y, por tanto, al ser 

prácticamente inexistente la comprensión legal del contrato y 

de los efectos del proceso productivo minero que se presenta 

meramente como “escarbar en la tierra para sacar mineral”. Se 

suma el hecho de que las mujeres ejidatarias suelen no tener, 

en la práctica, el mismo poder de incidencia en las asambleas 

que sus homólogos varones. Las presiones se hacen por la 

vía de agresiones verbales y otras amenazas de tinte sexista.

• Al tiempo de darse las negociaciones, comienza un retorno 

de “viejos” ejidatarios que emigraron para trabajar y que, 

cuando se sabe del proyecto minero, vuelven en espera de su 

parte de pago por la concesión de la tierra, así como por la 

potencial oportunidad de empleo en la mina. Las fricciones 

entre ejidatarios que permanecieron en sus tierras y los que 

emigraron y se mantuvieron el grueso del tiempo fuera son 

usuales pues los segundos siempre están a favor del proyecto 

minero y son rápidamente cooptados por la empresa minera 

y el gobierno local. Aunado a ello, comienza a verse una 

sobrepoblación y hacinamiento debido al regreso de pobla-

dores con sus “nuevas” familias, sobre todo en relación a la 

infraestructura y servicios públicos existentes. La oferta por 

parte de la mina de ayudar a expandir esos servicios (una 

obligación del Estado) se torna carta de negociación.

• El monto pagado en los contratos más recientes, como los de 

Cerro San Chicomuselo (Chiapas) o Peñasquito, varía entre 

100 y 250 pesos mensuales por ejidatario (por un periodo de 

entre 30 y 50 años)35. La aceptación de tales montos es resul-

tado de la ausencia de la responsabilidad social del Estado, 

misma que orilla a la gente a tomar la coyuntura para resolver 

necesidades inmediatas. Al ser zonas de alta miseria, los bajos 

montos son vistos en un inicio como buenas negociaciones a 

pesar de que son gastados en el lapso de unos cuantos meses 

o menos. 

• En ciertos casos es necesario el desalojo de pueblos enteros, 

pues las vetas o reservas están justo debajo. En esos casos, las 

mineras tienden a forzar/negociar el desalojo y a pactar lo 

propio con el gobierno municipal (local). Las reubicaciones 

toman forma concreta en nuevos pueblos tipo Infonavit, 

es decir de casas contiguas de 25 m2 de muy bajo coste de 

construcción y con un periodo de vida promedio de 25 a 30 

años. Peñasquito o La Caridad (Sonora) son ejemplos repre-

sentativos de la construcción de pueblos netamente urbanos 

en plena ruralidad y que son, por tanto, disfuncionales dado 

que no son aptos para las necesidades y costumbres del campo 

(una de las principales y típicas quejas de los afectados).

• Con aquellos propietarios que se niegan a entregar/desalojar 

sus tierras, se opta por asfixiar sus posibilidades de manu-

tención. Al mismo tiempo, cuando es posible, se comienza 

a operar sin limitar cualquier tipo de afectación a su vida 

cotidiana y sus medios de subsistencia (sea el agua, por ex-

plosiones, etcétera). Con ello se pretende obligar al desalojo/
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negociación “voluntaria”. Esto se observa en el caso de Cerro 

San Pedro, por ejemplo.

• El estado de derecho tiende a ser en buena medida inoperante, 

pues los gobiernos locales, independientemente del partido, 

suelen “coincidir” con los intereses de la mina, misma que, 

como es regular, procura hacer donativos al erario público de 

esa escala del gobierno. En el caso de Cerro San Pedro, los 

donativos por parte de Gold Corp ascendieron a 5 millones 

378 mil 424 pesos, monto que constituye el 28.7 % del pre-

supuesto ejercido por el ayuntamiento en ese año.36

• Muchas veces, como en Mazapil, hay fuertes casos de inti-

midación y amenazas entre los propios ejidatarios, es decir, 

entre los que están a favor del proyecto y los que están en 

contra al momento de las negociaciones. Una vez terminadas 

éstas, los enconamientos permanecen e incluso se ahondan.

3) EN LA ETAPA DE OPERACIÓN-PRODUCCIÓN:

• Los trabajos directamente generados por la gran industria 

minera contemporánea son pocos y no han resuelto la si-

tuación socioeconómica de ninguno de los pueblos donde 

han operado en las últimas décadas. No sólo se debe al gran 

peso que juega la tecnología y el uso de maquinaria pesada 

en la liberación de los requerimientos de la fuerza de trabajo, 

sino también al hecho de que se requiere una buena parte 

de especialistas o técnicos, lo que obliga a contratarlos desde 

otras partes del país (o del extranjero). En lo que refiere a 

empleos indirectos, se identifica el contratismo de buena 

parte de los servicios necesarios como los de mantenimiento 

de maquinaria, de seguridad, incluso de operadores de ma-

quinaria pesada o de transportistas según sea el caso, entre 

otros. Ello disloca toda posibilidad de establecer verdaderos 

encadenamientos productivos locales-regionales (más aún los 

de largo alcance temporal). En el mejor de los casos, hay un 

limitado estímulo al sector local de servicios, tanto formal 

como informal (hospedaje, alimentación, diversión).

• En el caso de los pocos trabajadores locales empleados por 

las minas, los salarios suelen ser muy bajos y casi siempre 

con pocas o nulas prestaciones. Suelen ser trabajadores de 

seguridad, operadores en contados casos de cierta maquinaria 

pesada, de limpieza, etcétera. Se trata de trabajadores del más 

bajo nivel a los cuales se les prohíbe la entrada a las zonas de 

procesamiento de, por ejemplo, metales preciosos. Y es que, 

por evidentes razones, en esos casos sólo tienen acceso los 

directamente involucrados en su producción.

• Los parámetros de seguridad en muchos casos son delezna-

bles. Esto es típico de las minas subterráneas, en particular 

las de carbón como la de Pasta de Conchos (Coahuila). Los 

accidentes menores suelen ocultarse y sólo los muy aparatosos 

logran llegar a los medios de comunicación. Algunos cálculos 

corroboran esta realidad pues se estima que en México, tan 

sólo en la minería de carbón, han muerto por lo menos mil 

700 trabajadores desde 1889. En el mundo son cientos los 

muertos anualmente.

• Con la actividad minera en curso, usualmente hay un au-

mento del alcoholismo y la aparición y/o incremento de la 

prostitución. Consecuentemente, se registra mayor violencia 

intrafamiliar y ruptura conyugal/familiar, según confirman 

mujeres entrevistadas. También se registran fuertes cambios 

culturales, en particular como producto de un aumento de 

los ingresos y por tanto de las expectativas materiales de vida, 

en comparación con la situación precaria generalizada previa 

a la instauración de la mina. Ello lleva al mismo tiempo, sin 

embargo, a situaciones de prepotencia y/o violencia sobre 

todo entre los varones, ocasionadas por una competencia entre 

los locales y por la idealización de los fuereños (nacionales 

y extranjeros) que llegan como trabajadores calificados de la 

mina con niveles de vida usualmente más altos.

• Después de largas y pugnadas negociaciones en cuanto al 

monto en juego y los plazos temporales de su desembolso, 

la mina construye cierta infraestructura de apoyo a las po-

blaciones como escuelas, clínicas o auditorios. No obstante, 

como se puede corroborar en el grueso de casos, se trata de 

construcciones de mala calidad (en cierto sentido, provisio-

nales) y por tanto de bajo costo. Además, impulsa proyectos 

recreativos o de conservación que, junto con los anteriores, le 

permite continuar con el proyecto minero desembolsando el 

mínimo capital posible en esos rubros pero, al mismo tiempo, 

haciendo posible la “venta” de una imagen de supuesta respon-

sabilidad social y ambiental. Todas las campañas publicitarias 

muestran una realidad ficticia: niños, hombres y mujeres bien 

presentados y sonrientes, dejando entrever que tal felicidad 

es producto del proyecto minero y su derrame de beneficios.

• Sin embargo, y en contraste con la mencionada imagen, mu-

chos proyectos, para arrancar o una vez operando, destruyen 

las tierras más aptas para sembrar o para pastoreo (caso de 

Real de Ángeles, en su momento, o de Peñasquito, ambos en 

Zacatecas) pues en muchas ocasiones emplazan justo ahí los 

tajos o las zonas de jales. Además, entregadas las tierras, se 

suele expropiar en los hechos la infraestructura existente (de 
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agua por ejemplo; dígase de pozos y sus papalotes) con impor-

tantes afectaciones para con la población aledaña; se desaloja 

el ganado de las viejas zonas de agostadero que pudieran estar 

dentro o en el perímetro de la mina, situación que genera 

fricciones entre la mina y los pobladores (caso Peñasquito); 

se destruyen los causes naturales de agua y la biodiversidad 

tanto en la preparación del terreno como en la operación de 

la mina y su tajo (incluyendo explosiones cotidianas). 

• Vinculado a lo anterior es de precisarse que las explosiones 

no sólo afectan la biodiversidad de manera directa e indi-

recta (asustando a los animales varios cientos de metros a 

la redonda y perturbando a las especies vegetales aledañas), 

sino que además pueden eventualmente afectar las fuentes de 

agua subterráneas, así como la infraestructura y monumentos 

históricos cercanos (caso de Cerro San Pedro). Los proyectos 

de conservación de biodiversidad a los que están obligados 

las minas son, en la mayoría de los casos, inútiles. En tér-

minos de replantación, los resultados suelen ser mínimos o 

negativos pues no se siembran todas las especies sino sólo 

las más llamativas, además de que se siembran mal, se secan 

y mueren a escasos meses (caso claro de Peñasquito, a dos 

años de consolidar el “área de conservación”).

• Asimismo, suele haber conflictos reales o potenciales por el 

agua entre las minas y la población aledaña en casi todos los 

casos. Por un lado, en lo referente a la calidad de la misma, y 

por el otro en cuanto al acceso, pues, además de las posibles 

modificaciones a las fuentes de agua ocasionadas por la ac-

tividad minera (ya arriba señaladas), normalmente los pozos 

de las poblaciones son de poca profundidad, mientras que 

los de las minas son de gran profundidad lo que les permite 

succionar y acaparar el líquido.

• En todos los casos se presentan problemas vinculados a la 

emisión de humos, aguas de desecho y alteración del paisaje. 

Aun más, dado que muchos de los efectos son de mediano-

largo plazo, no siempre es posible vincular directamente la 

causa con el efecto, algo que complica la pelea legal frente a 

tales afectaciones.

• Ante dichos impactos, que poco a poco van saliendo a la luz, 

al menos una parte de la gente suele arrepentirse de haber 

aceptado la mina. Las reacciones son diversas, desde rene-

gociar los montos de indemnización, hasta el exigir el cierre 

y retiro de la mina de modo definitivo. Es un panorama en 

el que normalmente no hay asesoría a los pueblos de ningún 

tipo –de la academia, de las ONG ni de otros actores–. Desde 

luego hay excepciones, como el caso de Cerro San Pedro en 

el que el Frente Amplio Opositor / Pro San Luis Ecológico 

ha instalado una larga batalla legal en contra de Gold Corp. 

• En muchas ocasiones se observan fricciones entre los tra-

bajadores y el resto de los pobladores y otros movimientos 

sociales que apoyan a los opositores locales. En especial, los 

intimidantes dispositivos de seguridad, típicos de las minas, 

contribuyen a agudizar el problema al tiempo que salvaguar-

dan a la empresa de cualquier tipo de evaluación o vigilancia 

social sobre lo que ahí sucede. Para cualquier información y 

visita del público en general, usualmente debe solicitarse con 

antelación de varios días o semanas y debe, en algunos casos, 

tenerse la aprobación de la casa matriz de la empresa. Las res-

puestas se aplazan y en los hechos casi nunca se concretizan.

• Ante la oposición, la empresa minera tiende a seguir una doble 

estrategia. Por un lado, ignorar, descalificar y/o criminalizar 

a los movimientos. Por el otro, la de estimular o dejar crecer 

el confrontamiento entre los propios pobladores, a favor 

(usualmente trabajadores de la mina) y los que están en contra. 

Asimismo, se apuesta por desgastar a la gente al sumirla en un 

proceso de negociación y/o de denuncia y pelea legal de largo 

plazo. Se trata de escenarios en los que muy repetidamente hay 

violación de derechos humanos, incluso de apartheid (caso de 

Las Pesada, en Colima, según testifican algunos pobladores 

del estado y como ha sostenido la propia Comisión Estatal de 

Derechos Humanos). También se incluyen acciones de des-

alojo violento de manifestaciones, campañas para desacreditar 

los argumentos de la oposición, amenazas de muerte (directas 

o anónimas) y presión para forzar la migración de líderes 

opositores fuera del estado o fuera del país (caso de Cerro San 

Pedro). Aún más delicado, muchos de los proyectos mineros 

están manchados de sangre de opositores, desde funcionarios 

públicos de bajo nivel como el presidente municipal de Cerro 

San Pedro, José Baltazar Reyes Loredo –que se negaba a firmar 

los permisos a la minera y que pidiera una revisión de supues-

tas irregularidades en la adquisición de algunos predios por 

parte de Gold Corp–, hasta líderes sociales de diversa índole 

(caso de Las Pesadas en 2008-2009; Chicomuselo en 2009 

y Oaxaca en 2010). Esto es precisamente lo que Martínez-

Alier37 denomina como la criminalización del ecologismo 

popular, una tendencia que cada vez se hace más patente en 

torno a los procesos extractivos del país.

4) FINALMENTE, EN LA FASE DE CIERRE 

DESTACAN LOS SIGUIENTES ASPECTOS:

• Los impactos o modificaciones/afectaciones que se hacen al 

territorio a lo largo de la vida del proyecto minero no pueden 

observarse o no aparecen del todo sino hasta tiempo después de 

terminado el proyecto. Muchas de las afectaciones a la salud apa-

recen en la fase final de los proyectos mineros o tiempo después. 

• Cuando se cierra la mina normalmente se acaba el futuro de 

las poblaciones aledañas y/o desplazadas-reubicadas. En el 

caso de Real de Minas –en su momento una de las principales 

minas de plata-zinc del mundo financiada por el Banco Mun-

dial, el Export-Import Bank of United States (Eximbank) y 

Bancomer–, la zona era principalmente campesina-ganadera. 

LOS ASPECTOS SOCIALES DE LOS PROYECTOS MINEROS 

PUEDEN VERSE DESDE DIVERSAS ETAPAS. BURDAMENTE 

SE PUEDE HABLAR DE LA DE EXPLORACIÓN Y POCO 

DESPUÉS DE LA DE NEGOCIACIÓN DE PERMISOS 

DIVERSOS PARA EXPLOTACIÓN, INCLUYENDO EL DE 

LOS POBLADORES DE LAS TIERRAS POR OCUPAR Y 

LAS NEGOCIACIONES DE ARRENDAMIENTO DE LAS 

MISMAS O DEL PAGO POR DERECHO DE PASO PARA 

EL CASO DE ZONAS ALEDAÑAS AL PROYECTO
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Después se convirtió en minera para proceder en el sector 

servicios, migrar provisionalmente o abandonar el lugar de 

residencia de modo permanente. Lo que usualmente queda 

en las tierras arrendadas son una gran cantidad de desechos 

tóxicos que permanecerán afectando el entorno natural por 

décadas y limitarán o harán prohibitivo el desarrollo de 

actividades agrícolas o ganaderas. En tal sentido, se puede 

sostener que los pueblos afectados por la minería están, pues, 

lejos de tener un futuro asegurado, no así de afectaciones 

socio-ambientales de corto, mediano y largo plazo.

REFLEXIÓN FINAL

La profundización de los esquemas de transferencia de riqueza de 

la periferia hacia los países metropolitanos, así como la agudización 

de la devastación ambiental que éste y otros procesos generan, nos 

lleva a reflexionar sobre los impactos ambientales y sociales, pero 

también sobre sus costos en términos de la vida –no solamente 

humana–. El debate sobre esta cuestión, con toda la amplitud de 

aspectos que vincula, se perfila como un asunto de trascendencia 

que se mantendrá en la agenda mexicana y ciertamente latinoa-

mericana, tanto de parte de las élites de poder extranjeras y sus 

socios regionales (dígase oligarquía) como de los pueblos. 

Con las características socioeconómicas de América Latina, 

los límites sociales de tolerancia ante esquemas de creciente 

saqueo son cada vez menores, lo que ha tornado la lucha am-

biental en una lucha de clase de diversos actores y con diversos 

lenguajes y expresiones. Por ejemplo, hay conflictos mineros que 

han resultado en la construcción de redes y frentes de discusión, 

debate y acción pacífica y/o legal a nivel local, nacional y regional 

tales como el Frente Amplio Opositor en San Luis Potosí, la Red 

Mexicana de Afectados por la Minería, la Red de Comunidades 

Afectadas por la Minería en Argentina, el Frente de Defensa 

de Tambogrande y las organizaciones en lucha de la comarca 

Andino-Patagónica –ambos en contra de la minería–, la resis-

tencia de la Asamblea de Vecinos Autoconvocados de Esquel, 

en Argentina, etcétera. También es de mencionarse el trabajo de 

organizaciones como Acción Ecológica en Ecuador, el de Censat 

en Colombia o el del Observatorio de Conflictos Mineros de 

América Latina, entre otros actores, incluyendo algunos de EU 

y Canadá como MineWatch (EU), Mines and Communities 

(EU), MiningWatch Canada o Global Response (EU).

Si bien es cierto que no necesariamente todas las manifesta-

ciones de descontento y lucha social como las antes indicadas 

son antisistémicas, en términos concretos, sí son una batalla 

contra la ideología y prácticas capitalistas porque ponen en 

entredicho la forma y ritmos de gestionar la naturaleza, así 

como el tipo de valores de uso que conforman las condiciones 

de producción y de vida.

Ante ello, es fundamental dar cuenta de que la transferencia 

de recursos mineros estratégicos, con su correspondiente coste 

ambiental y social, de entrada se dificultará si crecientemente 

se continúan enlazando y coordinando esfuerzos. Abrir la po-

sibilidad de revertir aquellos proyectos ecológica y socialmente 

negativos depende de qué tan sólido se construye el muro 

social con el que se toparán los diversos proyectos en cuestión 

y desde luego del tipo y habilidad con que se manejen diversas 

herramientas de resistencia y lucha, incluyendo los propios 

elementos jurídico-legales, en especial aquellos asociados a la 

defensa de los derechos humanos y los derechos de los pueblos 

indígenas. 

El autor es economista y doctor en Ciencias Ambientales, investigador de 

tiempo completo del Centro de Investigaciones Interdisciplinarias en Ciencias y 

Humanidades de la UNAM e integrante del Sistema Nacional de Investigadores 

del CONACYT. Contacto: www.giandelgado.net
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